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Ciudad de México, a tres de junio de dos mil veintiséis3.

SENTENCIA de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación que desecha –por inviabilidad de efectos– 

la demanda promovida en contra de la sentencia 

TEE/JEC/004/2026.

I. ANTECEDENTES

1. Designación del actor como magistrado del TEEG. Para lo que 

interesa en el caso, el promovente afirma que fue nombrado como 

magistrado del TEEG el trece de noviembre de dos mil dieciocho, 

por un periodo de siete años, el cual inició el dieciséis de diciembre 

de dos mil dieciocho y concluiría el mismo día, pero de dos mil 

veinticinco.

1 En adelante promovente o actor.
2 Sucesivamente TEEG o responsable.
3 Salvo precisión, todas las fechas son de dos mil veintiséis.
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2. Convocatoria. El veintidós de octubre de dos mil veinticinco, la 

Junta de Coordinación Política del Senado de la República publicó 

la convocatoria para la designación de magistraturas electorales, 

señalando que la correspondiente al actor se generaría el trece de 

noviembre de ese año.

3. Consulta al Senado. El veintinueve de octubre de dos mil 

veinticinco, la Presidencia del TEEG consultó al Senado sobre la 

fecha de conclusión del periodo del actor.

4. Solicitud del promovente. El seis de noviembre de dos mil 

veinticinco, el actor presentó escrito al Senado, solicitando la 

emisión de un adendum aclaratorio a la Convocatoria referida que 

precisara que su encargo concluiría el dieciséis de diciembre de ese 

año.

5. Suspensión de remuneraciones. El actor refiere que, a partir del 

catorce de noviembre de dos mil veinticinco, la Secretaría de 

Administración del Tribunal local suspendió el pago de su salario.

6. Petición ante el Tribunal local. El dieciocho de noviembre 

siguiente, el promovente presentó petición ante el Tribunal local 

para que el Pleno de dicho órgano emitiera un acuerdo institucional 

que reconociera expresamente la fecha de conclusión de su 

encargo como magistrado y lo notificara al Senado de la Republica.

7. SUP-JDC-2516/2025 (Acuerdo de sala uno). Promovido por el 

actor, quien alegó la supuesta omisión del TEEG de dar respuesta a 

su petición, así como la presunta suspensión de su salario. Ante ello 

y por acuerdo de dieciocho de diciembre de dos mil veinticinco, 
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esta Sala Superior remitió el asunto al Senado para los efectos 

conducentes en relación con la fecha de conclusión de su cargo 

como magistrado, al ser el órgano encargado de realizar los 

nombramientos de las magistraturas electorales locales.

8. SUP-JDC-2516/2025 (Acuerdo de sala dos). El trece de febrero se 

recibió en esta Sala Superior oficio signado por el Director de lo 

Contencioso de la Dirección General de Asuntos Jurídicos del 

Senado de la República, por el que planteó una serie de 

manifestaciones sobre dicho acuerdo.

Debido a lo anterior, por diverso acuerdo de cuatro de marzo, este 

órgano jurisdiccional reencauzó el juicio al TEEG, al considerar que 

era el competente para conocer de la demanda toda vez que la 

pretensión del actor era que dicho órgano jurisdiccional emitiera un 

pronunciamiento en el que reconociera la fecha de conclusión de 

su cargo como magistrado electoral; ello, a fin de que resolviera lo 

conducente conforme a Derecho.

9. Juicio de la ciudadanía local TEE/JEC/004/2026. El veintitrés de 

abril, el tribunal local resolvió el juicio del actor en el que declaró la 

inexistencia de la omisión alegada y calificó como infundados e 

inoperantes los agravios relacionados con las remuneraciones 

reclamadas por el promovente.

10. Juicio de la ciudadanía federal SUP-JDC-254/2026. Contra lo 

anterior el promovente presentó juicio de la ciudadanía. Una vez 

recibidas las constancias remitidas por el tribunal local, el 

expediente se registró y turnó a la ponencia de la Magistrada 

Mónica Aralí Soto Fregoso para los efectos conducentes.
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II. RAZONES Y FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN

PRIMERA. Jurisdicción y competencia. El Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación ejerce jurisdicción, y esta Sala Superior 

tiene competencia exclusiva para conocer del presente juicio, al 

estar vinculado con el ejercicio del derecho político electoral de 

formar parte de las autoridades electorales4.

SEGUNDA. Improcedencia y desechamiento. Con independencia 

de que se actualice diversa causal de improcedencia, esta Sala 

Superior considera que el asunto debe desecharse de plano, en 

virtud de lo siguiente.

2.1. Marco jurídico. De conformidad con el derecho fundamental 

de acceso a la jurisdicción reconocido por el artículo 17 de nuestra 

Ley Fundamental, este Tribunal Electoral ha ostentado el criterio de 

que sólo en aquellos casos en que verdaderamente se acredite una 

causal de improcedencia, es que debe desecharse de plano la 

demanda respectiva.

En ese sentido, derivado de lo dispuesto en los artículos 41 fracción 

VI y 99, párrafo cuarto, fracción V, de la CPEUM, y 3, párrafo 1; 9, 

párrafo 3; 25 y 84, párrafo 1, incisos a) y b), de la Ley de Medios, se 

tiene que uno de los fines esenciales de los medios de impugnación 

en materia electoral consiste en establecer y declarar el derecho 

en forma definitiva. Esto es, definir la situación jurídica que debe 

imperar cuando surge una controversia entre sujetos de derecho, 

no sólo respecto de la parte actora, sino también de su contraparte 
4 De conformidad con los artículos 99, fracciones V y X I, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos –posteriormente CPEUM–; 253, fracción XII; 256, fracción I, inciso e) de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como 3, párrafo 2, inciso c); 79, párrafo 2, y 80, 
párrafo, 1, inciso f), de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral 
–enseguida LGSMIME–.



SUP-JDC-254/2026

5

e incluso de los eventuales terceros interesados.

De esta finalidad deriva que la viabilidad de los eventuales efectos 

jurídicos de la sentencia es un presupuesto procesal de todo 

mecanismo de defensa de índole jurisdiccional, lo que significa que 

debe existir una posibilidad real de que la resolución que se dicte 

pueda definir, declarar y decir en forma definitiva el derecho que 

debe imperar en el caso concreto.

En consecuencia, cuando dicha posibilidad desaparece, el medio 

se torna improcedente y debe desecharse de plano la demanda o 

decretarse el sobreseimiento, según el momento procesal en que se 

advierta, pues de otra manera se estaría frente a un proceso cuya 

decisión no podría alcanzar su objetivo jurídico fundamental.

Este criterio puede advertirse del contenido de la jurisprudencia 

13/2004 de esta Sala Superior, de rubro MEDIOS DE IMPUGNACIÓN 

EN MATERIA ELECTORAL. LA INVIABILIDAD DE LOS EFECTOS JURÍDICOS 

PRETENDIDOS CON LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA, DETERMINA SU 

IMPROCEDENCIA, en la que se sostiene que, si la resolución que 

eventualmente pudiera dictarse no está en condiciones de producir 

efectos jurídicos reales y definitivos respecto del derecho cuya 

tutela se pretende, la consecuencia es la improcedencia del medio 

de impugnación.

Por otra parte, es de señalar que el artículo 79, párrafo 2 de la Ley 

de Medios previene que el juicio de la ciudadanía procede 

respecto de actos y resoluciones que afecten los derechos político-

electorales de la ciudadanía, como es el de integrar las autoridades 

electorales en las entidades federativas.



SUP-JDC-254/2026

6

Sin embargo, la tutela de dicho derecho tiene como límite que la 

parte promovente conserve la vigencia del encargo para el que fue 

electa o designada, pues, al concluir éste, su esfera de derechos se 

desvincula del ámbito político-electoral y el medio ya no puede 

producir efectos jurídicos orientados a restituirle en el ejercicio 

efectivo del cargo.

Así, para definir la materia de la controversia, debe verificarse la 

vigencia del derecho cuya tutela se pretende, así como la 

viabilidad de que una eventual sentencia pueda producir efectos 

jurídicos definitivos en el ámbito electoral. Sólo de esa manera 

existiría la factibilidad de reparar la violación alegada, en caso de 

que en el fondo se demostrara su existencia; de lo contrario, al haber 

culminado el encargo y no existir posibilidad real de restitución en el 

cargo, ya no habría derecho político-electoral qué tutelar ni efectos 

jurídicos electorales que puedan desplegarse, actualizándose la 

causal de improcedencia derivada de la inviabilidad de los efectos 

jurídicos de la resolución.

En ese sentido, para definir la naturaleza de la controversia, no basta 

atender a la autoridad que dictó el acto reclamado o la vía 

intentada por la parte actora, sino que debe analizarse si el derecho 

cuya tutela se pretende sigue siendo exigible en el ámbito electoral 

y si la resolución que se dicte puede aún producir efectos jurídicos 

electorales definitivos, a la luz del criterio sostenido en la 

jurisprudencia citada.

2.2. Caso concreto. En el caso, destaca que el actor sostiene que 

fue designado como Magistrado del TEEG por un periodo de siete 

años que, a su decir, concluirían el dieciséis de diciembre de dos mil 

veinticinco, y que, a pesar de ello, cuando el Senado emitió la 
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convocatoria para designar a la persona que cubriría la vacante 

correspondiente, estableció que ésta se generaría a partir del trece 

de noviembre del año en comento, esto es, antes de lo previsto en 

el nombramiento y en los actos constitucionales que le dieron 

origen.

Derivado de tal discrepancia, el promovente desplegó una serie de 

acciones que culminaron con el dictado de la sentencia que aquí 

se controvierte.

Al respecto, esta Sala Superior advierte con claridad que lo alegado 

por el actor está dirigido a que le sea reconocida como cierta la 

fecha en que, desde su consideración, debía culminar el periodo 

por el que fue designado para, de esa manera, sustentar el reclamo 

de las prestaciones inherentes al periodo que afirma debió 

comprender el ejercicio del cargo.

Esto es, su pretensión última consiste en que se le cubran las 

remuneraciones y prestaciones correspondientes al periodo 

comprendido entre el catorce de noviembre y el dieciséis de 

diciembre de dos mil veinticinco, bajo la premisa de que durante 

ese lapso aún debía ser considerado magistrado electoral.

Al resolver la instancia local, el TEEG desestimó las alegaciones 

relativas al pago de las prestaciones reclamadas, al considerar que 

no le fueron suspendidas, sino que dejaron de cubrirse con motivo 

de la conclusión del cargo el trece de noviembre de dos mil 

veinticinco, conforme a lo determinado por el Senado.

Además, si bien controvierte la sentencia por cuanto ve a la 

respuesta dada al diverso tema, vinculado con el derecho de 
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petición, lo cierto es que ello también está directamente 

relacionado con su pretensión principal referida en el párrafo 

anterior, la cual está encaminada a que se reconozca una fecha 

diversa de conclusión del encargo que ostentaba como magistrado 

electoral.

Sin embargo, actualmente ya no existe posibilidad jurídica de 

restituirlo en el ejercicio del cargo ni de tutelar su respectivo derecho 

político-electoral, de manera que cualquier decisión que se dictara 

carecería de la posibilidad real de definir, declarar y decir en forma 

definitiva el derecho que debe imperar en el ámbito electoral 

respecto del encargo concluido, actualizándose la inviabilidad de 

los efectos jurídicos de una eventual sentencia estimatoria, en los 

términos de la Jurisprudencia 13/2004.

En ese contexto, las prestaciones que reclama ya no guardan 

relación con el desempeño efectivo de la magistratura ni con un 

derecho político-electoral actualmente vigente, sino únicamente 

con cuestiones de carácter remunerativo directa y exclusivamente 

relacionadas con un periodo posterior a la conclusión del cargo, lo 

cual desborda la tutela propia de la vía electoral.

En ese sentido, si bien el actor promovió el presente juicio a fin de 

controvertir la sentencia respectiva, lo cierto es que lo hizo cuando 

ya había dejado de ostentar el cargo de magistrado electoral, al 

haber concluido el periodo para el que fue designado e, incluso, 

haber transcurrido la fecha que considera debió fijarse como 

término de su magistratura.

Por tanto, no sólo ha dejado de existir un derecho político-electoral 

vigente que tutelar, sino que, además, resulta jurídicamente inviable 
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que una eventual sentencia pueda producir efectos definitivos en 

el ámbito electoral respecto de un cargo ya concluido.

De ahí que esta Sala Superior considere que el juicio es notoriamente 

improcedente, porque lo planteado se vincula directamente con la 

pretensión de reclamar prestaciones que, desde la perspectiva del 

actor, debieron pagársele por un periodo comprendido entre el 

catorce de noviembre y el dieciséis de diciembre de dos mil 

veinticinco, respecto del cual sostiene que aún ostentaba el cargo 

para el que fue designado.

Sin embargo, como ya se dijo, tales pretensiones escapan del 

ámbito electoral, al no existir la posibilidad real de que la sentencia 

alcance el objetivo de definir en forma definitiva un derecho 

político-electoral vigente, debido a que, en el mejor de los casos, 

este concluyó en la fecha alegada por el actor, esto es, el dieciséis 

de diciembre de dos mil veinticinco; de ahí que se actualice la 

causal de improcedencia derivada de la inviabilidad de los efectos 

jurídicos de la resolución.

Lo anterior debido, precisamente, a que ya no ostenta el cargo de 

magistrado; de ahí que cualquier reclamo derivado de tal 

circunstancia queda fuera de la tutela de un derecho político-

electoral que ha dejado de tener vigencia por la conclusión del 

periodo respectivo, y, por ende, fuera del ámbito en el que la 

sentencia pueda desplegar efectos jurídicos electorales reales.

Así, aun cuando lo que pretende es que se revise la legalidad de 

una resolución dictada por el TEEG, lo cierto es que dicha pretensión 

está exclusivamente vinculada con el pago de prestaciones 

respecto de un cargo que actualmente ya no se encuentra vigente, 



SUP-JDC-254/2026

10

por lo que no existe ningún derecho en materia electoral que deba 

tutelarse, como tampoco la posibilidad de que la sentencia 

alcance el objetivo fundamental previsto en el sistema de medios 

de impugnación, lo que constituye una causal de improcedencia 

derivada de las disposiciones de la Ley, conforme con lo previsto en 

el artículo 9, párrafo 3 de la Ley de Medios y la jurisprudencia 13/2004 

referida en el apartado anterior.

En ese sentido, lo conducente será desechar de plano la demanda, 

dejando a salvo los derechos del actor para que los haga valer en 

la vía e instancias que considere pertinentes.

Por lo expuesto y fundado, se

III. RESUELVE

ÚNICO. Se desecha de plano la demanda.

NOTIFÍQUESE como corresponda.

Devuélvanse los documentos respectivos y archívese el expediente 

como total y definitivamente concluido.

Así, por unanimidad de votos, lo resolvieron las magistradas y los 

magistrados de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder 

Judicial de la Federación, con el voto concurrente del magistrado 

Reyes Rodríguez Mondragón, ante el secretario general de 

acuerdos que autoriza y da fe, así como de que la presente 

sentencia se firma de manera electrónica.
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Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firmas electrónicas 
certificadas, el cual tiene plena validez jurídica de conformidad con los numerales segundo y 
cuarto del Acuerdo General de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación 3/2020, por el que se implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial de 
la Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten con motivo del trámite, 
turno, sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia electoral.
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VOTO CONCURRENTE QUE FORMULA EL MAGISTRADO REYES 
RODRÍGUEZ MONDRAGÓN EN EL JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS 
DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES SUP-JDC-254/2026 (PAGO DE 
PRESTACIONES Y REMUNERACIONES DE UN EX MAGISTRADO 
ELECTORAL LOCAL) 5

Emito el presente voto concurrente porque, aunque coincido en el desechamiento 

de la demanda, considero que ello deriva de que la controversia no se relaciona 

con la materia electoral. Por ello, me aparto del criterio mayoritario que sustenta 

el desechamiento en la inviabilidad de efectos.

1. Contexto

La parte actora sostiene que fue designado como magistrado del Tribunal 

Electoral del Estado de Guerrero por un periodo de siete años, comprendido del 

16 de diciembre de 2018 al 16 de diciembre de 2025. Sin embargo, con motivo 

de la convocatoria emitida por la JUCOPO del Senado para designar 

magistraturas electorales locales, se señaló que la vacante correspondiente a su 

cargo se generaría a partir del 13 de noviembre de 2025.

A partir de esa discrepancia, el actor realizó diversas acciones dirigidas obtener 

el pago de las remuneraciones y prestaciones que, a su decir, debieron cubrirse 

entre el 14 de noviembre y el 16 de diciembre de 2025, bajo el entendido de que 

durante ese lapso fue considerado magistrado electoral.

2. Criterio mayoritario

La mayoría del Pleno de la Sala Superior determinó desechar el medio de 

impugnación, al considerar actualizada la inviabilidad de los efectos jurídicos, 

porque el actor ya no ostenta el cargo de magistrado electoral, al haber concluido 

el periodo para el que fue designado.

Por lo tanto, actualmente ya no existe posibilidad jurídica de restituir al actor en 

el ejercicio del cargo ni de tutelar su respectivo derecho político-electoral, de 

manera que cualquier decisión que se dictara carecería de la posibilidad real de 

definir, declarar y decir en forma definitiva el derecho que debe imperar en el 

5 Este voto se emite con fundamento en los artículos 254, último párrafo, de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial de la Federación y 11, del Reglamento Interno del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación. Colaboraron en la elaboración del documento Olivia Y. Valdez Zamudio 
y Frida J. Mosqueda Silva.
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ámbito electoral respecto del encargo concluido.

Lo anterior, porque, la pretensión última del actor en este juicio, es decir, el pago 

de diversas prestaciones y remuneraciones escapa de la materia electoral, ya 

que no guardan relación con el desempeño efectivo de la magistratura ni con un 

derecho político-electoral actualmente vigente, sino únicamente con cuestiones 

de carácter remunerativo directa y exclusivamente relacionadas con un periodo 

posterior a la conclusión del cargo.

3. Razones de disenso

Como lo adelanté, si bien coincido con la determinación de desechar la demanda, 

me aparto de las consideraciones que sustentan dicha conclusión. Desde mi 

perspectiva, la improcedencia del medio de impugnación deriva de que la 

controversia planteada no corresponde a la materia electoral y no de la 

actualización de la causal de inviabilidad de efectos jurídicos.

La inviabilidad de efectos jurídicos constituye una causal de improcedencia que 

presupone, en principio, que la controversia sometida a consideración sí puede 

ser conocida por la jurisdicción electoral, pero que una eventual sentencia 

favorable carecería de aptitud para restituir a la parte promovente en el derecho 

que estima vulnerado. Es decir, dicha causal parte de reconocer la existencia de 

una pretensión susceptible de tutela en esta materia, aunque la decisión 

jurisdiccional no produzca un efecto restitutorio.

Sin embargo, la propia sentencia sostiene que la pretensión última de la parte 

actora consiste en obtener el pago de remuneraciones y prestaciones que 

considera le corresponden por un periodo adicional al que le fue reconocido como 

integrante del tribunal electoral local. Bajo esa lógica, se concluye que la 

controversia planteada posee una naturaleza esencialmente patrimonial y que, 

por tanto, escapa del ámbito material de competencia de esta jurisdicción 

especializada.

A mi juicio, ambas líneas argumentativas responden a premisas distintas. 

Mientras la causal de inviabilidad de efectos jurídicos supone que la controversia 

pertenece al ámbito de tutela de la jurisdicción electoral, la conclusión relativa a 

que la pretensión final del actor se circunscribe al cobro de remuneraciones y 

prestaciones conduce, precisamente, a negar tal presupuesto. En otras palabras, 
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una de las razones parte de la competencia material de esta jurisdicción para 

conocer del asunto, en tanto que la otra la excluye.

Por ello, considero que el desechamiento debió sustentarse exclusivamente en 

la falta de vinculación de la controversia con la materia electoral, pues es la propia 

naturaleza de la pretensión ejercida –dirigida al reconocimiento y pago de 

prestaciones económicas– la que impide su conocimiento por esta jurisdicción, 

conforme los diversos precedentes de esta Sala Superior6. Acudir 

simultáneamente a la inviabilidad de efectos jurídicos introduce una 

inconsistencia metodológica en la motivación de la sentencia, al apoyarse en una 

causal cuya actualización presupone aquello que, a la vez, se niega.

Por las razones expuestas, emito el presente voto concurrente.

Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firma electrónica certificada, 
el cual tiene plena validez jurídica de conformidad con los numerales segundo y cuarto del 
Acuerdo General de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación 
3/2020, por el que se implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial de la 
Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten con motivo del trámite, turno, 
sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia electoral.

6 Véase las sentencias SUP-JDC-2445/2025, SUP-JDC-2510/2025, SUP-JDC-245/2021y SUP-
JDC-1838/2019, entre otros.


